
CONTRATO ESTATAL – CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS DE Vigilancia− Cumplimiento
Tradicionalmente los estatutos de contratación de la administración pública han consagrado diversos mecanismos de cobertura de los riesgos a los que se pueden ver expuestas a partir de la celebración y ejecución de sus contratos, estableciendo básicamente, el deber de los contratistas de constituir garantías a favor de las entidades contratantes, respecto del cumplimiento de las obligaciones a su cargo; garantías por medio de las cuales, las entidades se precaven frente a los perjuicios que del incumplimiento de los distintos compromisos contractuales por parte del contratista, se pueden derivar para ellas, asegurando de antemano su indemnización y por ende, la protección de su patrimonio.

CONTRATO ESTATAL – CONTRATO DE  PRESTACION DE SERVICIOS ​−Daños 
Los daños a los que se pueden ver expuestas las entidades estatales y que las induce a buscar prevención y protección a través de la indemnización de los perjuicios que se deriven para ellas, tienen diversos orígenes. Algunos, obedecerán a eventos de responsabilidad contractual; otros, a hechos que no surgen como consecuencia del incumplimiento de obligaciones de esta naturaleza sino que corresponden a afectaciones patrimoniales  provenientes de hechos jurídicos y en otras ocasiones, se tratará de la afectación patrimonial que para la administración surge a raíz de  la responsabilidad civil extracontractual, a la que se puede ver enfrentada. 

 Para los primeros, es decir los daños ocasionados por el incumplimiento de sus contratistas, están instituidas las garantías contractuales, a través de las cuales las entidades se protegen frente a los riesgos que se derivan directamente de la inejecución o ejecución defectuosa de las prestaciones a cargo de sus co-contratantes, cuando éstos no cumplen las obligaciones propias del negocio jurídico: realizar cabal y oportunamente el objeto contractual, invertir correctamente el anticipo recibido, entregar bienes de la calidad exigida, prestar el servicio en las condiciones pactadas, construir una obra estable, pagar cumplidamente los emolumentos de sus propios trabajadores, etc., riesgos que dan lugar, entonces, a las garantías de cumplimiento del contrato, de buen manejo e inversión del anticipo, de calidad del bien o servicio entregados, de correcto funcionamiento de los equipos, de estabilidad de la obra, de pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones de los trabajadores, etc., tradicionalmente consagradas y reglamentadas en los distintos estatutos de contratación estatal.

CONTRATO ESTATAL – PRESTACION DE SERVICIOS VIGILANCIA− Responsabilidad Civil Extracontractual

Vale la pena tener en cuenta lo que sobre la naturaleza de este seguro ha dicho la doctrina:

Claro que el seguro contra la responsabilidad civil, si bien es cierto que corresponde incluirlo entre los seguros de daños patrimoniales no es factible asimilarlo a los seguros de intereses (daños patrimoniales) sobre un bien determinado, como lo es el seguro de incendio sobre un inmueble; o el seguro sobre un derecho determinado a un bien o derivado de un bien, como lo es el seguro del acreedor hipotecario o prendario respecto del bien sobre el que se asienta la garantía. Es que el seguro contra la responsabilidad civil no toma como referencia cosas determinada. En cambio sí puede ser objeto de interés asegurable la posibilidad de la aparición de una deuda, que es lo que constituye el riesgo. En consecuencia parece resultar claro que dentro de los seguros de daños patrimoniales, el seguro contra la responsabilidad civil debe incluirse entre los seguros en que el riesgo se halle constituido por la aparición de una deuda de responsabilidad.
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Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por la parte actora y Liberty Seguros S.A., en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A, el 20 de marzo de 2003, por la cual negó las pretensiones de la demanda (f. 164 a 176, c. ppl).

SÍNTESIS DEL CASO

La Empresa de Energía de Bogotá, quien celebró un contrato de prestación de servicios de vigilancia con la sociedad PROVIC LTDA., mediante el acto administrativo demandado ordenó hacer efectiva la garantía de responsabilidad civil extracontractual a cargo de su contratista, para que le fuera indemnizada por este medio la pérdida de unos transformadores de su propiedad, que desaparecieron del sitio que era objeto de vigilancia por parte de aquel y dispuso que, de ser necesario, se haría efectiva la póliza de seguro de responsabilidad civil extracontractual expedida por Latinoamericana de Seguros S.A., que cubría el riesgo de hurto y hurto agravado.

ANTECEDENTES

I. Lo que se demanda

1. Expediente 96 D 12580: El 3 de julio de 1996, a través de apoderado debidamente constituido, la sociedad Protección y Vigilancia Colombiana PROVIC LTDA., presentó demanda en contra de la Empresa de Energía de Bogotá E.S.P.,  en la cual se pidió (f. 2 y 24, c. 1):

LO QUE SE DEMANDA:

1. La declaración de Nulidad por Falsa Motivación de las Resoluciones Números 000644 de fecha 4 de Marzo de 1996 y 001734 de fecha 14 de mayo de 1996, proferidas por la Empresa de Energía de Bogotá E.S.P.

2. La declaración de que a la Sociedad PROTECCIÓN Y VIGILANCIA COLOMBIANA PROVIC LTDA, no se puede hacer exigible la garantía de Responsabilidad Civil Extracontractual por valor de CIENTO VEINTICINCO MILLONES SEISCIENTOS VEINTICUATRO MIL CIENTO NOVENTA Y OCHO PESOS Y VEINTIÚN CENTAVOS ($ 125.624.198.21), haciéndole efectiva la póliza Número 912923 P, ni el certificado de modificación No. 938513.

3. La declaración de que a la Sociedad PROTECCIÓN Y VIGILANCIA COLOMBIANA PROVIC LTDA., no se le puede deducir el valor de CIENTO VEINTICINCO MILLONES SEISCIENTOS VEINTICUATRO MIL CIENTO NOVENTA Y OCHO PESOS Y VEINTIÚN CENTAVOS ($ 125.624.198.21) de las sumas que por cualquier concepto le adeude la Empresa de Energía de Bogotá E.S.P.

2. La actora dio cuenta de la celebración entre las partes, del contrato n.o 5071 del 10 de diciembre de 1991, cuyo objeto fue la prestación de servicios de protección y vigilancia, el cual terminó el 31 de diciembre de 1995 y no fue liquidado, a pesar de la solicitud que efectuó la contratista a la entidad en tal sentido y para que se le reembolsaran unas retenciones arbitrarias durante la vigencia del contrato y se le reconocieran intereses por la mora en el pago de las cuentas. 

2.1. Como retaliación por esta petición, se profirieron las resoluciones demandadas, que contienen una falsa motivación, pues fueron expedidas con fundamento en memorandos del jefe del departamento de protección y vigilancia y del departamento de inventarios y almacenes de la empresa, en los que se informa que la firma PROVIC LTDA., es responsable de la pérdida de 2 transformadores de la subestación de Soacha, cuyo valor se fijó arbitrariamente en la suma de $ 125 624 198,21, cuando estas dependencias no tienen competencia para decidir sobre semejante responsabilidad endilgada a la sociedad demandante y así mismo, con base en una denuncia penal del almacenista dependiente del departamento de inventarios y almacenes de la entidad, por el delito de hurto en averiguación de responsables, de la cual se desconoce a quién se repartió y cuál fue su destino. 

2.2. Según la demandante, los bienes supuestamente perdidos no le fueron entregados inventariados, como se preveía en el contrato, ni se demostró su preexistencia y que los mismos se perdieron o fueron hurtados. Al contrario, a pesar de no estar inventariados, se autorizó el retiro de partes de uno de los transformadores y se demostró que el otro se encontraba en la subestación de Soacha, según fotografías que se le tomaron y el inventario que se hizo, es decir que tales bienes se hallaban en poder de la entidad demandada, lo que demuestra la falsa motivación de los actos administrativos demandados.

2.3. La actora también afirmó que la parte resolutiva del acto acusado es ininteligible, pues si bien el artículo 1º de la resolución n.o 000644 dice que se hace efectiva a PROVIC la garantía de responsabilidad civil extracontractual por un valor de $ 125 624 198,21, en el numeral 2º agrega que “El valor de la SANCIÓN IMPUESTA (destaco) se deducirá de los valores que adeude la Empresa al contratista por cualquier concepto o haciendo efectiva la póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual No. 912923P (…) expedidos por la Compañía Latinoamericana de Seguros S.A.”, es decir que no hay claridad sobre si se estaba imponiendo una sanción o se estaba cobrando una suma de dinero por hechos extracontractuales; si era lo primero, en la parte motiva no se expusieron los hechos que la generaron ni se especificó si obedecieron a la violación del contrato; si se trataba de lo segundo, el acaecimiento de la conducta extracontractual debía establecerse previamente y mediante las formas propias de cada juicio, es decir mediante el debido proceso.

3. Expediente 7629: El 19 de julio de 1996, la sociedad Latinoamericana de Seguros S.A. presentó demanda en ejercicio de la acción contractual contemplada en el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo, en la cual adujo las siguientes pretensiones: 

PRIMERA.- Que es nula la Resolución 000644 de 4 de marzo de 1996 emanada de la Empresa de Energía de Bogotá por la cual ‘se hace efectiva la garantía de responsabilidad civil extracontractual a la firma de protección y vigilancia colombiana -Provic Ltda- Contrato 5701’.

SEGUNDA.- Que es nula la resolución 001734 de 14 de mayo de 1996 emanada de la Empresa de Energía de Bogotá por la cual se resolvió negativamente el recurso de reposición interpuesto contra la anteriormente mencionada.

TERCERA.- Que como consecuencia de las declaraciones anteriores y a título de restablecimiento del derecho, se condene a la Empresa de Energía de Bogotá a no hacer efectiva la póliza de Responsabilidad civil extracontractual No. 912923 P expedida por Latinoamericana de Seguros S.A. a favor de dicha empresa, con ocasión del contrato celebrado entre la Empresa de Energía de Bogotá y Provic Ltda.

CUARTA.- Que como consecuencia de las declaraciones anteriores, se condene a la Empresa de Energía de Bogotá a pagar a favor de Latinoamericana de Seguros S.A. los perjuicios morales que ha sufrido con ocasión de las Resoluciones 000644 y 0001734 de 1996, perjuicios que tasamos en 9.500 gramos oro.

QUINTA.- Que de conformidad con lo previsto por el artículo 178 del CCA, se condene a la Empresa de Energía de Bogotá a pagar el ajuste por desvalorización monetaria de las sumas a cuyo pago se la condene, con base en el aumento del índice de precios al consumidor.

4. La demandante adujo que el 2 de junio de 1995 expidió la póliza de responsabilidad civil extracontractual n.o 912923 P cuyo asegurado es la Empresa de Energía de Bogotá en virtud del contrato 5701 del 10 de diciembre de 1991 celebrado entre esta entidad y la Compañía de Protección y Vigilancia PROVIC LTDA..

4.1. La Empresa de Energía de Bogotá expidió los actos administrativos acusados mediante los cuales decidió hacer efectiva la garantía por el supuesto hurto de unos bienes, el cual no sucedió, pues fue la Empresa de Energía la que ordenó retirar piezas de los equipos supuestamente hurtados. Y en todo caso, este hecho, de haberse dado, según la cláusula 2ª de las condiciones generales de la póliza, estaba excluido de la cobertura de la misma, por lo cual alegó falsa motivación del acto administrativo demandado, pues el evento objeto de reclamación correspondía a una responsabilidad contractual de la firma PROVIC LTDA. y no de responsabilidad extracontractual, que condujera a la efectividad de la póliza expedida por la demandante. 

4.2. Alegó la violación de los artículos 1127, 1131, 1045, 1047 y 1079 del C. de Co., y los artículos 1602 y 1603 del Código Civil, pues adujo que el Código de Comercio define la naturaleza del contrato de seguro de responsabilidad civil extracontractual como un seguro de carácter indemnizatorio a favor de la víctima, quien es la beneficiaria de la indemnización, por un daño causado por el asegurado; que en el presente caso, la entidad demandada fue asegurada en la póliza expedida por Latinoamericana y no podía cambiar la naturaleza de este seguro para convertirlo en una garantía de cumplimiento contractual de las obligaciones contraídas por PROVIC LTDA., con la Empresa de Energía de Bogotá en virtud del contrato celebrado por estas dos, afirmando que “el seguro otorgado fue de responsabilidad civil extracontractual y no de cumplimiento o de responsabilidad contractual, razón esta por la cual se hace diáfana la ilegalidad del acto acusado al deducir directamente al asegurador una responsabilidad que no es consecuencia directa del incumplimiento de deberes contractuales (sic)”. 

4.3. Aún en el evento en que se aceptara que se trató de un hecho cubierto por la póliza expedida por la demandante, ésta sólo estaría obligada a responder hasta concurrencia de la suma asegurada -$ 83 136 605- y no por el monto que cobró la entidad demandada en el acto administrativo en cuestión. 

III. Actuación procesal 

5. Mediante auto del 18 de julio de 2002, los procesos fueron acumulados (f. 160, c. 1). La Empresa de Energía de Bogotá contestó la demanda y se opuso a las pretensiones, afirmando que se limitó a dar cumplimiento a lo pactado en el contrato n.o 5701 de 1996 suscrito con Provic Ltda., en el cual esta firma se comprometió a constituir la garantía de responsabilidad civil extracontractual cuya cobertura comprendía el hurto y hurto calificado, por cuantía equivalente al 30% del valor del contrato y vigencia por el término del mismo y dos años más y que según el jefe del departamento de control y vigilancia de la entidad, se produjo la pérdida de los transformadores de la subestación de Soacha sin que Provic Ltda. hubiese demostrado la existencia de factores imposibles de resistir para exonerarse de responsabilidad y por ello se procedió mediante la resolución n.o 000644 del 4 de marzo de 1996, a hacer efectiva la cláusula novena, numeral 3º del contrato 5701, contentiva de la garantía de responsabilidad civil extracontractual para lo cual se había constituido la póliza de seguro 912923 de la Compañía Latinoamericana de Seguros S.A. (f. 74, c. 1 Y 58, C. 2).

6. El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A, en sentencia del 20 de marzo de 2003, negó las pretensiones de la demanda, pues consideró que (f. 164 a 176, c. ppl.):

6.1. En relación con la contratista, en el contrato de prestación de servicios de seguridad y vigilancia se había pactado su obligación de responder por las pérdidas o daños de bienes muebles o inmuebles de la empresa contratante a menos que comprobara la existencia de factores imposibles de resistir o prever para exonerarse de responsabilidad y se obligó a constituir además de la garantía de cumplimiento, una póliza de seguro de responsabilidad extracontractual que comprendía también el hurto y el hurto calificado, de modo que a su juicio, “(…) la responsabilidad por pérdida o daño de bienes muebles podía generarse a nivel contractual o a nivel extracontractual como es el caso del hurto”  y por lo tanto la entidad podía declarar la ocurrencia del siniestro mediante decisión administrativa, luego del procedimiento acordado en el contrato para la determinación de la pérdida de bienes de los sitios objeto de vigilancia por la contratista y que efectivamente se llevó a cabo. Se trató de una responsabilidad que “(…) tiene como causa el incumplimiento de una obligación contractual (vigilancia) pero garantizada a nivel extracontractual (…)” y mediante la documentación aportada se acreditó el hecho de la pérdida de los bienes a que se refiere el acto administrativo demandado, es decir que no se probó en el plenario la falsa motivación alegada por la demandante.  

6.2. En relación con la aseguradora Latinoamericana de Seguros, el a-quo consideró que dentro de los amparos contratados en la póliza de responsabilidad extracontractual se encuentran en forma expresa los de hurto simple y hurto calificado y reiteró que “(…) si bien existe un contrato, la responsabilidad amparada fue de naturaleza extracontractual, consistente en la pérdida de elementos de la contratante a causa de hurto; situación que (…) constituyó los motivos de la expedición de la decisión administrativa”, sin que hubiera logrado esta demandante demostrar que se le responsabilizó por una conducta contractual con base en una póliza de naturaleza extracontractual y al contrario, lo que se demostró fue que “(…) dado el objeto del contrato ‘vigilancia’, se reguló una responsabilidad contractual (garantía de cumplimiento) pero de igual manera las partes acordaron unos supuestos de responsabilidad extracontractual que efectivamente garantizó el contratista”.

7. Inconformes con lo decidido por el Tribunal a-quo, interpusieron recurso de apelación la sociedad PROVIC LTDA. y Latinoamericana de Seguros S.A., para pedir la revocatoria de la sentencia y que se acceda a las pretensiones anulatorias de las dos sociedades (f. 178, 179, 95, 187 y 197, c. ppl).

7.1. PROVIC LTDA., reiteró que el acto administrativo demandado está falsamente motivado y su parte resolutiva es ininteligible, pues se refiere a una sanción -que provendría de un incumplimiento contractual- pero cobra una garantía extracontractual. Además disiente de los razonamientos del a-quo, según los cuales la entidad demandada estaba en todo su derecho de establecer, mediante la certificación de sus propios funcionarios, la pérdida de los bienes que supuestamente estaban bajo la vigilancia de PROVIC LTDA., darles un valor y cobrarlo a la contratista, pudiendo condenarla y que en el caso de los transformadores, no estaba probada su preexistencia y en relación con la misma, se le concede credibilidad a un informe de un almacenista y a una denuncia penal, sin que haya inventario ni la relación de bienes bajo la vigilancia de PROVIC  LTDA. 

7.2. Latinoamericana de Seguros S.A., afirmó que si bien había expedido la póliza de responsabilidad civil extracontractual n.o  912923P y su certificado de modificación n.o 938513, el amparo sobre hurto y hurto agravado tienen una cobertura por valor de $ 3 000 000, al establecer “AMPAROS CONTRATADOS (HURTO SIMPLE Y HURTO CALIFICADO), VALOR ASEGURADO EVENTO ($3.000.000.oo) y DEDUCIBLE (5% mínimo o 3 S.M.M.L.V.)”, por lo que la aseguradora no podía ser condenada a cancelar sumas que superaran el límite del valor asegurado y si las sumas a las que fue condenada PROVIC LTDA. superaban estos límites, a ella le correspondía pagar el valor no cubierto por la aseguradora con ocasión de la ocurrencia del siniestro. Sostuvo que en todo caso, “(…) cualquier acción que la entidad afectada pretenda, debe hacérsela efectiva es única y exclusivamente a la entidad que haya dado origen al siniestro y se le compruebe que el mismo sucedió por culpa de esta (…)”, pues puede suceder que el hecho hubiera obedecido a actos de terceros o por culpa de la misma víctima, es decir la Empresa de Energía de Bogotá. Por lo tanto, pidió que se declarara la nulidad del acto administrativo acusado y en su defecto, de ser condenada a pagar, lo sea sólo hasta el límite del valor asegurado, menos el deducible.  De otra parte, sostuvo que el Tribunal a-quo no tuvo en cuenta el hecho de que la póliza expedida por la aseguradora es de responsabilidad civil extracontractual y expresamente “(…) excluye los perjuicios causados por incumplimiento de contratos y en fin de toda responsabilidad civil de naturaleza contractual”, que es el vínculo existente entre PROVIC LTDA. y la Empresa de Energía de Bogotá, entre quienes debía debatirse si hubo culpa o no del contratista, (…) sin que sea dable acudir al campo propio de la culpa aquiliana y menos exigir una garantía cuya exclusión expresa la hace inaceptable”.  

CONSIDERACIONES

I. Competencia 

8. El Consejo de Estado es competente para conocer del presente asunto en virtud del recurso de apelación interpuesto por la  actora y  Liberty Seguros S.A., en  un  proceso  iniciado  en  ejercicio  de la acción de controversias  contractuales con  vocación  de  segunda  instancia  ante esta Corporación, dado  que,  conforme  al artículo 265 del Código Contencioso  Administrativo  -modificado  por  el  artículo 4º  del  Decreto 597 de  1988-  aplicable  en  el  sub  examine,  la  cuantía   exigida  en  1996  para  que  un  asunto  de  esta   naturaleza  fuera   conocido  en   primera  instancia   por  los   tribunales  administrativos,   era   de    $ 13 460 000 y en el presente caso la mayor de las pretensiones de sendas demandas asciende a la suma de $ 125 624 198,21, monto que corresponde al cobro de la garantía de responsabilidad civil extracontractual que se efectúa en el acto administrativo demandado (f. 122, c. 1). 
II. Hechos probados

9. Teniendo en cuenta los medios de prueba regularmente allegados al plenario
, se acreditaron los siguientes hechos, relevantes para la litis:

9.1. Mediante resolución n.o 5380 del 21 de agosto de 1991, el gerente general de la Empresa de Energía de Bogotá ordenó la apertura de la licitación pública nacional LP-91-VIG-01 para la contratación del servicio de protección y vigilancia privada a nivel urbano y rural, la cual se rigió por el respectivo pliego de condiciones, en cuyo numeral 5.3. estableció las garantías que se debían constituir en virtud del contrato adjudicado, indicando en los numerales 5.3.2, 5.3.4 y 5.3.5, lo siguiente (f. 2 y 35, c. de pruebas, exp. 12580):

5.3.2. DE CUMPLIMIENTO

El (sic) aceptar el contrato, el oferente favorecido adjudicatario deberá presentar una garantía de cumplimiento, por una cuantía igual al 20% del valor total del contrato. Además debe incluirse el siguiente párrafo ‘El contratista se obliga a reponer el monto de la garantía de cumplimiento siempre que el mismo se agote o disminuya por la aplicación de multas por mora o incumplimiento parcial. El valor de las multas se amparará por separado sobre la base de la suma o porcentaje máximo de las sanciones que por este concepto se hayan estipulado’. La vigencia de esta garantía será por el término del contrato y tres meses más.

(…)

5.3.4. DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL

Simultáneamente con el otorgamiento de la garantía de cumplimiento deberá constituirse una garantía de responsabilidad civil extracontractual que lo ampare contra todos los riesgos de muerte o lesiones a terceros. Esta garantía estará vigente por el término del contrato y tres (3) años más y su cuantía será del 10% del valor total del contrato.

5.3.5. POR HURTO Y HURTO CALIFICADO

Al aceptar el contrato el oferente favorecido deberá presentar una garantía por hurto y hurto calificado de acuerdo con las condiciones generales y particulares de la póliza, por un valor equivalente al 20% del valor total del contrato, con una vigencia igual al término del mismo y (3) años más (…). 

9.2. Las anteriores reglas fueron modificadas en el adendo n.o 1, así (f. 110, c. de pruebas, exp. 12580):

III. Numeral 5.3.4 DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL Y Numeral 5.3.5 POR HURTO Y HURTO CALIFICADO

Se aclaran en el sentido que esta garantía de responsabilidad civil extracontractual, debe incluir además de los riesgos de muerte y lesiones a terceros, el de hurto y hurto calificado y se debe constituir por el 30% del valor del contrato y su vigencia será por el término del contrato y dos (2) años más.

9.3. El 10 de diciembre de 1991, la Empresa de Energía de Bogotá celebró con la sociedad Protección y Vigilancia Colombiana PROVIC LTDA., el contrato de prestación de servicios de protección y vigilancia n.o 5701, por valor de $ 169 323 600 para el primer año y un valor final resultante de multiplicar el valor de los servicios prestados por las tarifas pactadas, con una duración de 2 años
, entre cuyas cláusulas se destacan (f. 152, c. de pruebas, exp. 12580):  

CLÁUSULA PRIMERA.- OBJETO.- Por el presente contrato el Contratista se obliga para con la Empresa a prestar el servicio de protección y vigilancia, al personal ocupante de sus instalaciones, empleados, trabajadores, contratistas, escolta de valores y actividades afines, a bienes muebles e inmuebles, mediante vigilantes con su respectiva dotación de uniforme y armamento, en los sitios y modalidades que esta le indique. Para el cumplimiento de este objeto el contratista elaborará un estudio, análisis y recomendaciones sobre los sistemas de protección, prevención y planes de vigilancia que posee la Empresa y que deban ajustarse. Tanto las descripciones como las ampliaciones, modificaciones o correcciones de las áreas de vigilancia que comprendan el presente contrato (anexo 1), se consignarán en comunicaciones suscritas por la Empresa por intermedio del Interventor del contrato.

CLÁUSULA OCTAVA.- RESPONSABILIDAD.- El contratista responderá: Por las pérdidas o daños de bienes muebles o inmuebles de la Empresa de Energía, de los empleados o particulares que se presenten durante y en los lugares donde se preste el servicio de vigilancia; corresponderá al contratista demostrar y probar la existencia de factores imposibles de resistir o preveer para exonerarse de responsabilidad; mientras no se demuestre la exoneración de culpabilidad, la Empresa de Energía descontará los valores de las pérdidas, daños o deterioro, de las sumas que se cancelen mensualmente. El valor a descontar será el que fije el Departamento de Control de Existencias, o la oficina que haga sus veces, de acuerdo al inventario, y el trámite se efectuará por parte de la DIVISIÓN DE PROTECCIÓN Y VIGILANCIA con el visto bueno de la SUBGERENCIA ADMINISTRATIVA. Se exceptúa la pérdida de aque                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                llos objetos que por su tamaño puedan sacarse dentro de las prendas de vestir y que escapen al control directo de los vigilantes.

CLAUSULA NOVENA.- GARANTÍAS Y SEGUROS.- El contratista se obliga a constituir (…). 1.- GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO.- Una garantía de cumplimiento de todas las obligaciones contraídas en virtud de este contrato por una cuantía de $ 33.864.720,oo M/cte, equivalente al veinte por ciento (20%) del valor del contrato y con una vigencia igual al término de duración del mismo y tres (3) meses más. Además debe incluirse el siguiente párrafo: El contratista se obliga a reponer el monto de la garantía de cumplimiento siempre que el mismo se agote o disminuya por aplicación de multas por mora o incumplimiento parcial. En el evento en que se llegaren a aplicar multas al contratista, el valor se amparará por separado sobre la base de la suma o porcentaje máximo de las sanciones que por este concepto se hayan estipulado (…).3.- GARANTÍA DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL.- Por predios y operaciones que los amparen contra todos los riesgos de muerte o lesiones a terceros, por hurto y por hurto calificado, por cuantía equivalente al treinta por ciento (30%) del valor del contrato o sea la suma de $50.797.080 y vigencia por el término del contrato y dos (2) años más.       

9.4. El 31 de mayo de 1995, la aseguradora Latinoamericana de Seguros S.A., expidió la póliza de seguro de cumplimiento a favor de entidades estatales (Ley 80 de 1993) n.o 209353, tomador y afianzado: Protección y Vigilancia Colombiana PROVIC LTDA., asegurado o beneficiario: Empresa de Energía de Bogotá, cuyo objeto fue “garantizar el cumplimiento, pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones laborales al personal empleado de acuerdo con el contrato No. 5701 (…)”; la garantía de cumplimiento fue por un valor asegurado de $ 56 757 367 y vigencia desde el 1º de junio de 1995 hasta el 31 de abril de 1996 (f. 205, c. de pruebas, exp. 12580). 
9.5. El 31 de mayo de 1995, la aseguradora Latinoamericana de Seguros S.A., expidió la póliza de seguro de responsabilidad civil n.o 912923 P, con las siguientes especificaciones (f. 201, c. de pruebas, exp. 12580 y f. 48 y 107, c. 2 de pruebas, exp. 7629):

Tomador: Protección y Vigilancia Colombiana PROVIC LTDA.

Asegurado: Empresa de Energía de Bogotá.

Vigencia del seguro: desde el 1 de junio de 1995, hasta el 30 de mayo de 1998.

Actividad asegurada: Prestación de servicio de vigilancia, escolta de valores y actividades afines para la Empresa de Energía de Bogotá.
Amparos contratados
vr. Asgdo. evento
vr.Aseg.Vigencia       Deducible

Predios, labores y 

           85.136.605
     85.136.605
       5% MIN 3SMMLV

operaciones (básico) 

Otros HURTO SIMPLE Y

3.000.000
    3.000.000
       5%MIN 3SMMLV


HURTO CALIFICADO

En las condiciones generales de esta póliza se estableció:

1. AMPAROS

La Compañía indemnizará al asegurado o la víctima, por perjuicios patrimoniales que le cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad civil extracontractual en que incurra de acuerdo con la ley, a consecuencia de un acontecimiento que produciéndose bajo la vigencia de la póliza, le cause daños materiales y lesiones personales (incluida la muerte) con motivo de:

Actos u operaciones que ejecute en cumplimiento de las actividades especificadas en la carátula de la presente póliza.

Uso de los locales o predios de su propiedad o tomados en arrendamiento que se encuentren destinados al cumplimiento de tales actividades.

2. EXCLUSIONES

Queda expresamente convenido que la cobertura de la póliza no ampara lo siguiente:

A. Perjuicios causados intencionalmente por el asegurado o con su complicidad, o por personas que estén ligadas con él por un contrato de trabajo o con la complicidad de las mismas.

B. Perjuicios que sufra el asegurado en su persona o en sus bienes; en el caso de que el asegurado sea una persona jurídica no se cubren además los perjuicios sufridos en sus personas o en sus bienes por los socios, directores y representantes legales de la misma.

C. Perjuicios causados al cónyuge del asegurado o de personas ligadas con el asegurado por parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.

D. Perjuicios causados por personas al servicio del asegurado cuando no estén ejerciendo ninguna actividad para él mismo.

E. Daños morales.

F. Perjuicios causados por la inobservancia de disposiciones legales u órdenes de autoridad, de normas técnicas o de prescripciones médicas o de instrucciones y estipulaciones contractuales.

G. Perjuicios causados por el incumplimiento de contratos y en fin de toda responsabilidad civil de naturaleza contractual.

H. Pérdida o extravío de bienes ajenos en poder del asegurado bajo cualquier título o bajo tenencia, cuidado, custodia o control. 

I. Maremotos, huracán, ciclón, erupción volcánica, temblores de tierra, o cualesquiera otros fenómenos de la naturaleza.

J. Perjuicios causados directa o indirectamente por guerra, actos terroristas, actos guerrilleros, motines, huelgas o cualquier acto que perturbe la paz y el orden público; igualmente los perjuicios que se deriven de disposiciones de autoridad de derecho o hecho.

K. Los perjuicios que cause el asegurado por su culpa grave.

L. Contaminación paulatina de cualquier índole (…).

9.6. El 1º de junio de 1995, Latinoamericana de Seguros S.A. expidió el certificado de modificación n.o 929679 X –aclaración- a la póliza anterior, en el siguiente sentido: “Por solicitud del asegurado se aclara que la póliza # 912923 cubre los riesgos de predios, labores y operaciones que los amparen contra todos los riesgos de muerte o lesiones a terceros por hurto y hurto calificado por la cuantía equivalente al valor del contrato que es $85.136.605 y con las condiciones especificadas en la póliza inicial” (f. 209, c. de pruebas, exp. 12580).  

9.7. La póliza n.o 912923 P, fue modificada mediante certificado n.o 938513 del 28 de noviembre de 1995, a través del cual se prorrogó su cobertura hasta el 30 de junio de 1998 y se aumentó su valor asegurado en $ 13 959 614,40, “quedando la máxima responsabilidad de la compañía en $99.096.219.40” y los amparos contratados así (f. 148, c. de pruebas, exp. 12580 y f. 49, c. 2 de pruebas, exp. 7629): 

- Predios, labores y operaciones: vigencia: $ 99 096 219,40. Evento: $99 096 219,40 y deducible: 5% MIN. 3SMMLV.

- Hurto simple y hurto calificado: valor asegurado: $ 3 000 000 y deducible: 5% MIN 3SMMLV.


9.8. El 13 de marzo de 1995, el almacenista de la Empresa de Energía de Bogotá instauró denuncia penal ante la unidad del cuerpo técnico de investigación de la Fiscalía General de la Nación de Soacha por el hurto de elementos de la empresa, en la cual dio cuenta de que el día 9 de marzo anterior procedió a hacer una inspección para constatar la presencia física de los elementos que estaban a su cargo en la subcentral y pertenecientes al inventario del almacén general y se detectó que “(…) hacía falta la cuba principal de un transformador de 5.000 KVA. 34.5114 KV Numerado con el No. 101124 y una cuba principal de un transformador de 2.500 KVA. No. 345/114 KV Numerado con el Número 91510. Por otro lado se encontró que el transformador de 5.000 KVA fue cambiado por un transformador viejo de 2.500 KVA al cual le colocaron la placa No. 101124 correspondiente al transformador KVA. El transformador viejo que dejaron está totalmente desvalijado estando solamente la carcaza. Al averiguarle al vigilante se encontró que éstos no llevan ningún control de los materiales depositados en dicho lugar. Es de aclarar que en el libro de la vigilancia hasta el día 15 de diciembre de 1994 se encuentran en consigna los transformadores Nos. 1011249, 91510 y 91502. A partir de esa fecha los vigilantes no continuaron llevando la consigna de dichos transformadores” y que a pesar de estar obligados a ello, los vigilantes no tenían el registro de los movimientos sucedidos dentro de la subcentral y por lo tanto no se pudo establecer quién sustrajo los transformadores
 (f. 52, c. 2 de pruebas, exp. 7629). 

9.9. En informe presentado por el oficial de seguridad de la empresa el 17 de marzo de 1995, se dio cuenta de la constatación sobre la inexistencia de los transformadores código 104-3080311-6 n.o 101124 y código 104-3067736-7  n.o 91510 en las instalaciones de la subestación Soacha, “(…) ni en los libros que lleva el vigilante se encuentra anotación alguna que demuestre su salida” y registró que los transformadores sustraídos no se encontraban totalmente armados, que en el almacén estaban sus accesorios, según oficio C11200/AG-042 del 10 de marzo de 1995 y acta AG-010 del 20 de diciembre de 1993, de conformidad con los cuales se demuestra también que los mismos se hallaban en la subestación cuando se realizó el inventario respectivo (f. 65, c. 2 de pruebas, exp. 7629). 

9.10. El 14 de julio de 1995, el jefe del departamento de protección y vigilancia de la Empresa de Energía de Bogotá envió memorando a la unidad de asuntos litigiosos de esta entidad, en el cual le informó (f. 318, c. de pruebas, exp. 12580):

Como quiera que el Departamento de Inventarios y Almacenes mediante memorando C11200-1003 informa a este Departamento el valor de $ 128.852.740,24 por concepto de dos transformadores de 5.000 y 2.500 KVA 34,5/114 KV, los cuales fueron hurtados en la Subestación de Soacha y teniendo en cuenta la responsabilidad del Contratista, prevista en la Cláusula Octava del Contrato 5701 del 10 de Diciembre de 1991, hoy vigente de acuerdo a la renovación No. 4 del 31 de mayo de 1995, solicito a usted se sirva informar los procedimientos a seguir por cuanto a la empresa de vigilancia se le viene cancelando el valor de $ 46.357.367.oo mensuales por la prestación de los servicios de protección y vigilancia.

Por otra parte, el contratista no ha demostrado ni ha probado argumento alguno que los exonere de la responsabilidad.

9.11. El 20 de septiembre de 1995, el departamento de inventarios y almacenes informó al departamento de protección y vigilancia de la Empresa de Energía de Bogotá, los valores y la cantidad exacta de los transformadores hurtados de la subcentral Soacha: Un transformador de potencia 2500 KVA, 34.5/11.4 Kv- marca TPL n.o 91510 y un transformador trifásico de potencia 5000 KVA, 34.5/11.4 Kv, accesorios marca TPL, n.o 101124, por valor de $ 125 624 198,21 (f. 75, c. 2 de pruebas, exp. 7629). 

9.12. El 30 de octubre de 1995, el jefe del departamento de protección y vigilancia de la Empresa de Energía de Bogotá le envía memorando a la unidad de asuntos administrativos en el cual le manifiesta que la empresa PROVIC LTDA., con quien próximamente se vencía el contrato suscrito, era responsable por la pérdida de 2 transformadores de la subcentral de Soacha, “(…) donde no han demostrado ni probado la existencia de factores imposibles de resistir o preveer para exonerarse de responsabilidad”, por lo cual solicita que se tomen las medidas necesarias para asegurar los bienes de la empresa, “(…) haciéndole efectivas las garantías constituidas a favor de la misma”, teniendo en cuenta que el valor de los bienes hurtados asciende a $ 125 624 198,21 y el valor mensual que se le paga al contratista es de $ 45 532 048,oo (f. 74, c. 2 de pruebas, exp. 7629).

9.13. El gerente administrativo de la Empresa de Energía de Bogotá expidió la resolución n.o 000644 del 4 de marzo de 1996, por medio de la cual resolvió (f. 1, c. 2 de pruebas, exp. 7629)
:

ARTÍCULO PRIMERO: Hacer efectiva a la firma PROVIC LTDA., por las razones expuestas en la parte motiva de esta resolución, la garantía de Responsabilidad Civil Extracontractual por un valor de Ciento Veinticinco Millones Seiscientos Veinticuatro Mil Ciento Noventa y Ocho pesos con Veintiún Centavos ($125.624.198,21) MCte.

ARTÍCULO SEGUNDO: El valor de la sanción impuesta se deducirá de los valores que adeude la Empresa al Contratista por cualquier concepto o haciendo efectiva la Póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual No. 912923P y el Certificado de Modificación No. 938513X, expedidos por la Compañía Latinoamericana de Seguros S.A., las cuales se encuentran vigentes hasta el 30 de Junio de 1998, o mediante el cobro por Jurisdicción Coactiva.

ARTÍCULO TERCERO: Notifíquese la presente resolución al representante legal de la firma PROTECCIÓN Y VIGILANCIA COLOMBIANA PROVIC LTDA., y al representante legal de la Compañía Latinoamericana de Seguros S.A., quien expidió las pólizas de responsabilidad civil extracontractual (…).
9.14.  La anterior decisión fue confirmada mediante resolución n.o 001734 del 14 de mayo de 1996, al considerar que no era cierto que los transformadores que se reportaron como hurtados seguían en poder de la entidad, pues la realidad es que el traslado de algunos componentes que quedaron de uno de ellos se hizo después de que se produjera el hurto y el otro transformador fue cambiado por uno viejo y se le puso la placa del sustraído; además, que al hacer efectiva la garantía de responsabilidad civil lo hacía en virtud de lo estipulado en la cláusula novena del contrato 5701 y que la póliza expedida por la aseguradora, disponía el amparo por hurto simple y hurto calificado, concluyendo que “En síntesis, la responsabilidad extracontractual involucra la obligación de reparar los perjuicios provenientes de su culpa, bien sea por negligencia o falta de cuidado; en el caso que nos ocupa le corresponde a la firma PROVIC LTDA asumir el valor de los transformadores confiados a su cuidado en desarrollo del contrato 5701, para tal fin la Empresa le solicitó que amparara su responsabilidad a través de dicha póliza” (f. 5, c. 2 de pruebas, exp. 7629).

III. El problema jurídico

10. Teniendo en cuenta los términos de los recursos de apelación interpuestos y los hechos probados, debe la Sala establecer i) si estuvo falsamente motivado el acto administrativo acusado al imponer la obligación al contratista de reembolsar la suma de dinero allí dispuesta y ii) si resultaba procedente el cobro de la garantía de responsabilidad civil extracontractual en la forma en que se hizo por la Empresa de Energía de Bogotá.

IV. Análisis de la Sala

La obligación contractual

11. Para la época de celebración del contrato n.o 5701 del 10 de diciembre de 1991, estaba vigente el Decreto-Ley 222 de 1983, que definía el contrato de prestación de servicios en su artículo 163 como “...el celebrado con personas naturales o jurídicas para desarrollar actividades relacionadas con la atención de los negocios o el cumplimiento de las funciones que se hallen a cargo de la entidad contratante, cuando las mismas no puedan cumplirse con personal de planta”; y en el artículo 164, enunció las clases de contratos de prestación de servicios que, entre otros, podían celebrar las entidades sujetas a las disposiciones de este estatuto, dentro de los cuales, se hallaba el servicio de vigilancia; el objeto del contrato n.o 5701, era precisamente la prestación del servicio de vigilancia en las instalaciones de la Empresa de Energía de Bogotá descritas en el contrato, servicio que fue definido por el Decreto 0848 de 1990 en los siguientes términos: 

Art. 1º (modificado por el art. 1º del Decreto 1195 de 1990):”Vigilancia Privada. Para los efectos del presente Decreto se entiende por vigilancia privada, la prestación remunerada de servicios de vigilancia con armas, para dar  protección a personas naturales o jurídicas de derecho público o privado, a bienes muebles e inmuebles, para escoltar a personas, vehículos y transporte de mercancías y transportar valores.
12. Observa la Sala que el contrato celebrado por las partes, cuyo objeto fue la protección y vigilancia de los bienes de propiedad de la entidad contratante, incluyó expresamente en su cláusula octava la obligación del contratista de responder por las pérdidas y daños de los bienes que se produjeran durante la vigencia del contrato y en los sitios en los que aquel debía prestar el servicio de vigilancia a su cargo, exceptuando de tal obligación la pérdida de aquellos bienes que por su tamaño pudieran sacarse dentro de las prendas de vestir y que escaparan al control directo de los vigilantes; igualmente se acordó que el contratista sólo podría exonerarse de tal responsabilidad mediante la comprobación de que las pérdidas o daños se habían producido por fuerza mayor, al establecer que le correspondía al contratista “(…) demostrar y probar la existencia de factores imposibles de resistir o preveer” y que mientras tal prueba no se produjera, la empresa le descontaría de las sumas canceladas mensualmente, los valores de las pérdidas o daños. Las partes también estipularon en la misma cláusula contractual que el valor a descontar sería el fijado por el departamento de control de existencias de acuerdo al inventario y el trámite se efectuaría por la división de protección y vigilancia con el visto bueno de la subgerencia administrativa. 

13. Era pues una obligación libremente contraída por el contratista, aquella de responder por los bienes de propiedad de la entidad contratante que se perdieran estando bajo su custodia y respecto de los cuales no pudiera demostrar las circunstancias de fuerza mayor que hubieran sido la causa de tal pérdida y por esta razón, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 1602 del Código Civil, según el cual “[t]odo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales”, resultaba vinculante y le imponía el deber de cancelar el valor de las pérdidas que se dedujeran en la forma prevista en el mismo contrato.

14. En el plenario se probó que la Empresa de Energía de Bogotá detectó la sustracción o pérdida de 2 transformadores, código 104-3080311-6 n.o 101124 y código 104-3067736-7 n.o 91510, de la subcentral de Soacha, dependencia que se encontraba bajo la vigilancia de la contratista; se probó así mismo, que la entidad hizo la respectiva denuncia penal por este hecho. Y consta que el departamento de inventarios y almacenes de la contratante, corroboró la identidad de los elementos sustraídos y que con anterioridad al hecho de su pérdida o sustracción, se hallaban en el inventario de la Empresa de Energía de Bogotá.

15. Es decir que por este extremo, no acreditó el demandante la falsa motivación que alegó en relación con el acto administrativo acusado, sin que por otra parte, el contratista hubiera probado que la pérdida de los bienes en cuestión se produjo por factores imposibles de prever y de resistir, único hecho que contractualmente podía conducir a exonerarlo de su responsabilidad en los términos pactados en el contrato suscrito por las partes.

16. En eventos como el que es objeto de estudio, en los que se afirma la ilegalidad de un acto administrativo que, en principio, se encuentra revestido de la presunción de legalidad, la cual se funda así mismo en una presunción de veracidad, recae sobre el interesado la carga de la prueba, en los términos dispuestos por el artículo 177 del C.P. C., de conformidad con el cual “[i]ncumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”.

17. En tales condiciones, considera la Sala que no se desvirtuó la legalidad de la obligación impuesta mediante el acto administrativo demandado al contratista de la Empresa de Energía de Bogotá, de responder por el valor de los bienes sustraídos de sus dependencias, cuando los mismos se hallaban bajo la vigilancia y cuidado de la empresa PROVIC LTDA., con fundamento en lo expresamente pactado en el contrato celebrado por las partes con dicho objeto.

18. No obstante, como se analizará a continuación, no sucede lo mismo en relación con la obligación que se dedujo a cargo de la aseguradora Latinoamericana de Seguros S.A., en el acto administrativo demandado, en el que se estableció que la suma a cargo del contratista podía ser cobrada a través de la efectividad de la póliza de responsabilidad civil expedida por dicha compañía.

Las garantías de los contratos estatales

19. Tradicionalmente los estatutos de contratación de la administración pública han consagrado diversos mecanismos de cobertura de los riesgos a los que se pueden ver expuestas a partir de la celebración y ejecución de sus contratos, estableciendo básicamente, el deber de los contratistas de constituir garantías a favor de las entidades contratantes, respecto del cumplimiento de las obligaciones a su cargo; garantías por medio de las cuales, las entidades se precaven frente a los perjuicios que del incumplimiento de los distintos compromisos contractuales por parte del contratista, se pueden derivar para ellas, asegurando de antemano su indemnización y por ende, la protección de su patrimonio
. 

20. El Decreto-ley 222 de 1983, aplicable en el sub-lite
, imponía la obligación de los contratistas de constituir a favor de las entidades contratantes las garantías de cumplimiento del contrato, de manejo y buena inversión del anticipo, de estabilidad de la obra o de calidad del servicio, del pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones del personal que fuere a utilizar para la ejecución del contrato y de correcto funcionamiento de los equipos que debiera suministrar o instalar (art. 67), debiendo la entidad determinar la cuantía y término de tales garantías teniendo en cuenta para ello la reglamentación que de las mismas efectuara la Contraloría General de la República
 (art. 69). El estatuto previó así mismo, que las garantías podían consistir en fianzas de bancos o compañías de seguros, cuyas pólizas matrices debían ser aprobadas por la Superintendencia Bancaria. 

21. Por su parte, el Acuerdo 06 de 1985, Código Fiscal de Bogotá vigente para la época de celebración del contrato objeto de la presente litis, en su artículo 217 también establecía la obligación del contratista de garantizar el contrato incluyendo las garantías mencionadas en el Decreto-Ley 222 y además, estableciendo en su numeral 5º la obligación de constituir una garantía de responsabilidad civil extracontractual, en los siguientes términos:

5. De responsabilidad civil extracontractual. Con esta garantía la entidad distrital precauciona el riesgo de que se cause daño a terceros por razón del perecimiento o ruina de una obra, por vicios de la construcción, del suelo o de los materiales en ella empleados. Igualmente, comprenderá la indemnización por daños ocasionados a terceros como consecuencia de las actividades propias de la construcción.

Esta garantía no se exigirá cuando el contratista acredite gozar de un seguro de todo riesgo para contratistas en cuantía y duración suficientes para amparar los riesgos que se pretenden caucionar.

22. En el contrato de prestación de servicios de protección y vigilancia n.o 5701 celebrado el 10 de diciembre de 1991 entre la Empresa de Energía de Bogotá y la sociedad Protección y Vigilancia Colombiana PROVIC LTDA., se pactó en la cláusula novena, al lado de la garantía de cumplimiento del contrato, la de responsabilidad civil extracontractual “[p]or predios y operaciones que los amparen contra todos los riesgos de muerte o lesiones a terceros, por hurto y por hurto calificado, por cuantía equivalente al treinta por ciento (30%) del valor del contrato o sea la suma de $50.797.080 y vigencia por el término del contrato y dos (2) años más” y efectivamente, para garantizar este riesgo, se constituyó la póliza de responsabilidad civil extracontractual n.o  912923P, expedida por la Compañía Latinoamericana de Seguros S.A.

La garantía de cumplimiento y la garantía de responsabilidad civil extracontractual

23. Los daños a los que se pueden ver expuestas las entidades estatales y que las induce a buscar prevención y protección a través de la indemnización de los perjuicios que se deriven para ellas, tienen diversos orígenes. Algunos, obedecerán a eventos de responsabilidad contractual; otros, a hechos que no surgen como consecuencia del incumplimiento de obligaciones de esta naturaleza sino que corresponden a afectaciones patrimoniales  provenientes de hechos jurídicos y en otras ocasiones, se tratará de la afectación patrimonial que para la administración surge a raíz de  la responsabilidad civil extracontractual, a la que se puede ver enfrentada. 

24. Para los primeros, es decir los daños ocasionados por el incumplimiento de sus contratistas, están instituidas las garantías contractuales, a través de las cuales las entidades se protegen frente a los riesgos que se derivan directamente de la inejecución o ejecución defectuosa de las prestaciones a cargo de sus co-contratantes, cuando éstos no cumplen las obligaciones propias del negocio jurídico: realizar cabal y oportunamente el objeto contractual, invertir correctamente el anticipo recibido, entregar bienes de la calidad exigida, prestar el servicio en las condiciones pactadas, construir una obra estable, pagar cumplidamente los emolumentos de sus propios trabajadores, etc., riesgos que dan lugar, entonces, a las garantías de cumplimiento del contrato, de buen manejo e inversión del anticipo, de calidad del bien o servicio entregados, de correcto funcionamiento de los equipos, de estabilidad de la obra, de pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones de los trabajadores, etc.
, tradicionalmente consagradas y reglamentadas en los distintos estatutos de contratación estatal.

25. Por otro lado, como toda persona titular de derechos sobre bienes muebles e inmuebles, las entidades estatales también se encuentran expuestas a sufrir daños por la pérdida o destrucción, total o parcial, de los mismos por diversas causas y de igual forma, se puede proteger frente a estos riesgos y de hecho lo hace, mediante la contratación de seguros de daños, como son aquellos contra incendios, hurto, inundaciones, terremotos, etc., que les garantizan la indemnización de los perjuicios que puedan sufrir cuando se concreta alguno de estos riesgos.

26. Frente a la posibilidad de afectación patrimonial por hechos imprevistos que pueden suceder y cuyas consecuencias dañinas se busca evitar o mitigar, surge la figura del contrato de seguro, cuya función económica predominante es precisamente la de obtener una cobertura para un riesgo eventual, que de producirse genera o puede generar un daño o una necesidad económica para el asegurado; para ello, el asegurador se obliga, dentro de los límites pactados, a indemnizar los daños que el siniestro pueda producirle a aquel, por cuanto en los seguros de daños, el contrato posee una función eminentemente reparatoria o indemnizatoria del importe del daño concreto, sin que ellos puedan ser fuente de enriquecimiento para el asegurado y sin que proceda indemnización alguna si no existe tal daño
. 

27. Dependiendo de las distintas clases de riesgos que se pueden concebir, surgen así mismo diferentes mecanismos de cobertura, con sus propias reglas y singularidades, en la forma de pólizas de seguro, que obedecen en forma precisa a la clase de riesgo que se pretende amparar y es por ello que surgen distintos tipos o ramos de seguros, que dan lugar a diversas clasificaciones, la principal de las cuales los divide entre seguros terrestres y seguros marítimos; y dentro de los primeros, se hallan los seguros de daños y los seguros de personas.

28. Dentro de los seguros de daños
 “(…) se integran y clasifican diversos ramos, según que el riesgo para el que se contrata la cobertura recaiga sobre una relación (interés) que une al asegurado con cosas concretas (p. ej.: seguro contra incendios, de transportes, etc.)
, con derechos determinados (p. ej.: seguro de crédito) o con la totalidad de su patrimonio amenazado por el nacimiento de una deuda (p. ej.: seguro de responsabilidad civil y reaseguro)”
. 

29. De los elementos que conforman los seguros, hace parte el interés asegurado, el cual corresponde a la relación de contenido económico que existe entre una persona, que ocupa el lugar en la relación contractual del asegurado y una cosa, derecho o patrimonio, que viene a constituir el objeto asegurado y que es susceptible de valoración pecuniaria, relación que puede sufrir un daño como consecuencia de un determinado suceso. 

30. El interés asegurado reviste importancia de cara a la actividad aseguradora, pues por una parte, si bien el siniestro incide directamente sobre una cosa, lo que permite asegurarlo es el interés que sobre ella puede detentar una persona, como sucede por ejemplo en el seguro contra incendio que se toma respecto de un bien del asegurado, en donde es la relación de propiedad con dicho bien, la que constituye el interés para asegurarlo. De tal manera, lo  que se asegura es el daño que un riesgo puede producir sobre la relación de una persona sobre una cosa, un derecho o un patrimonio.

31. Por otra parte, pueden ser varias las relaciones que existan sobre una misma cosa radicadas en cabeza de diferentes personas y que representen por lo tanto, distintos intereses, que pueden ser asegurados separada o conjuntamente, como sucede con el interés que sobre un mismo bien pueden tener el propietario, el arrendatario, el acreedor hipotecario, etc. Siendo ello así, el valor del interés asegurado deberá corresponder al daño que el siniestro puede provocar al asegurado y en consecuencia será la cifra máxima de la indemnización a cargo del asegurador. 

32. Lo anterior, demuestra “(…) que el riesgo descrito en la póliza incide sobre el interés asegurado, y que es precisamente la prevención de los efectos dañosos de esta incidencia eventual y fortuita lo que constituye la causa o la función social típica de los seguros de daños. (…) Todo lo expuesto permite comprender la absoluta necesidad de determinar, o sea, de describir minuciosa y exactamente el interés o la relación asegurada en la póliza del contrato de seguro que se estipule. Porque su determinación ha de permitir averiguar en el momento del siniestro, tanto si el interés subsiste (para que la indemnización sea exigible), como el valor del interés (para calcular el importe del daño y el de la indemnización), como la legitimación para exigir la indemnización del daño que en él ha provocado el siniestro”
.

33. Como una variedad de los seguros patrimoniales, se encuentra el seguro de responsabilidad civil, la cual puede ser contractual o extracontractual. En relación con la primera, ya se vio cómo, en materia de contratación  estatal, existen las garantías tendientes a precaver las consecuencias de la concreción de los distintos riesgos que en tal actividad se pueden presentar. 

34. En cuanto a la responsabilidad civil extracontractual, corresponde a la ocurrencia de hechos que perjudican a terceros y que hacen surgir en el responsable la obligación de reparar los daños, la cual incide sobre su patrimonio.  Es decir que el riesgo
 que mediante este seguro se cubre, es que el patrimonio del asegurado se vea gravado por la obligación de reparar daños causados a terceros, por un hecho del que sea civilmente responsable. Como consecuencia de este contrato de seguro, el asegurador asume la obligación de indemnizar, dentro de los límites de la póliza, al tercero que sufrió los daños a consecuencia de la conducta del asegurado, liberándolo de su obligación de hacerlo directamente. 
35. La Ley 45 del 18 de diciembre de 1990, “Por la cual se expiden normas en materia de intermediación financiera, se regula la actividad aseguradora, se conceden unas facultades y se dictan otras disposiciones”, establece que los modelos de las pólizas y las tarifas no requerirán autorización previa de la Superintendencia Bancaria –hoy Superintendencia Financiera-, pero que los mismos deben ponerse a disposición de dicho organismo antes de su utilización (art. 43), salvo el caso en que se trate de la autorización inicial a una entidad aseguradora o de la correspondiente para la explotación de un nuevo ramo, evento en el cual será necesaria la autorización previa de la superintendencia (art. 47), reiterando en el artículo 77, que la determinación de las condiciones de las pólizas y las tarifas responderá al régimen de libertad de competencia en el mercado de seguros, y respetará siempre las reglas previstas en los artículos 44 y 45, los cuales regulan los requisitos de las pólizas y las tarifas.

36. El artículo 44, establece que las pólizas deben ajustarse a las siguientes exigencias: “1. Su contenido debe ceñirse a las normas que regulan el contrato de seguro, a la presente Ley y a las demás disposiciones imperativas que resulten aplicables, so pena de ineficacia de la estipulación respectiva. 2. Deben redactarse en tal forma que sean de fácil comprensión para el asegurado. Por tanto, los caracteres tipográficos deben ser fácilmente legibles, y 3. Los amparos básicos y las exclusiones deben figurar, en caracteres destacados, en la primera página de la póliza”. 

37. Ahora bien, en relación con la naturaleza del seguro de responsabilidad civil, el artículo 1127 del Código de Comercio, modificado por el artículo 84 de la Ley 45 de 1990, dispone: “El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, en tal virtud, se constituye en el beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las prestaciones que se le reconozcan al asegurado. "Son asegurables la responsabilidad contractual y la extracontractual, al igual que la culpa grave, con la restricción indicada en el artículo 1055". Por su parte, el artículo 1128, modificado por el artículo 85 de la referida ley, dispone, en cuanto a la responsabilidad del asegurador, que:

El asegurador responderá, además, aún en exceso de la suma asegurada por los costos del proceso que el tercero damnificado o sus causahabientes promuevan en su contra o la del asegurado, con las salvedades siguientes: 

1o. Si la responsabilidad proviene de dolo o está expresamente excluida del contrato de seguro. 

2o. Si el asegurado afronta el proceso contra orden expresa del asegurador, y 

3o. Si la condena por los perjuicios ocasionados a la víctima excede la suma que, conforme a los artículos pertinentes de este título, delimita la responsabilidad del asegurador, éste sólo responderá por los gastos del proceso en proporción a la cuota que le corresponda en la indemnización.
38. En cuanto a la configuración del siniestro de responsabilidad civil, el artículo 86 de la Ley 45 de 1990, dispuso:

Artículo 86. Configuración del siniestro en el seguro de responsabilidad civil. El artículo 1131 del Código de Comercio quedará así: "En el seguro de responsabilidad se entenderá ocurrido el siniestro en el momento en que acaezca el hecho externo imputable al asegurado, fecha a partir de la cual correrá la prescripción respecto de la víctima. Frente al asegurado ello ocurrirá desde cuando la víctima le formula la petición judicial o extrajudicial"
. 

39. Mientras que el artículo 87 ibídem, que modificó el artículo 1133 del Código de Comercio sobre la acción de los damnificados en el seguro de responsabilidad, estableció que éstos tienen acción directa contra el asegurador  y que para acreditar su derecho frente a éste, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 1077 del código, “la víctima en ejercicio de la acción directa podrá en un sólo proceso demostrar la responsabilidad del asegurado y demandar la indemnización del asegurador". 

40. Se evidencia de esta forma que el seguro de responsabilidad civil extracontractual si bien protege el patrimonio del asegurado, tiende así mismo a garantizar la indemnización de los perjuicios que éste le ha infligido a un tercero, que por lo tanto resulta ser el beneficiario de la misma. “Con el seguro de responsabilidad se protege el patrimonio del potencial responsable (asegurado), quien es el deudor de la obligación de indemnizar a la víctima, y a la vez se protege a la víctima. En síntesis, el seguro de responsabilidad no otorga protecciones sobre cosas determinadas, dado que cubre la integridad patrimonial del responsable, función que se complementa a partir de la Ley 45 de 1990 mediante el resarcimiento de la víctima, que, en principio, se constituye en el beneficiario de la indemnización”.

41. En relación con la doble finalidad del seguro de responsabilidad, que mantiene la cobertura del interés del potencial responsable, ha dicho la Corte Suprema de Justicia
 que “[e]l propósito que la nueva reglamentación le introdujo, desde luego, no es, per se, sucedáneo del anterior, sino complementario ‘lato sensu’, porque el seguro referenciado, además de procurar la reparación del daño padecido por la víctima, concediéndole los beneficios derivados del contrato, igualmente protege, así sea refleja o indirectamente, la indemnidad patrimonial del asegurado responsable, en cuanto el asegurador asume el compromiso de indemnizar los daños provocados por éste, al incurrir en responsabilidad, dejando ilesa su integridad patrimonial, cuya preservación, en estrictez, es la que anima al eventual responsable a contratar voluntariamente un seguro de esta modalidad”. Y en otra ocasión, sostuvo:

Como se aprecia, a los seguros de esta clase, en sentido lato, se les ha otorgado una doble función de la que antes carecían, dado que, a más de proteger de algún modo y reflejamente el patrimonio del asegurado, pretenden directamente reparar a la víctima, quien, de paso, entra a ostentar la calidad de beneficiaria de la indemnización. Mírese así cómo ésta, y por consiguiente sus herederos, según el caso, no ocupan la posición de asegurados, pues su derecho frente al asegurador surge de la propia ley, que ha dispuesto claramente una prestación en su favor, en calidad de beneficiarios, aunque circunscrita a los lineamientos trazados por el contrato de seguro –y en lo pertinente por la misma ley, de modo que la víctima, ha de reiterarse, no sólo se tendrá como beneficiaria de la indemnización –artículo 1127 in fine-, sino que estará asistida, además, de una acción directa como instrumento contra el asegurador, como inequívocamente aflora del tenor del artículo 1133 ejusdem, modificado por el 87 de la Ley 45 de 1990 (…).
 

42. Ahora bien, en relación con la actividad contractual de la administración, se advierte que las entidades estatales pueden sufrir afectaciones patrimoniales que si bien se producen con ocasión o como consecuencia de la ejecución de contratos por ellas celebrados, no obedecen al incumplimiento de las obligaciones derivadas de los mismos por parte de los contratistas, sino a las indemnizaciones que pueden surgir a cargo de la entidad contratante por los daños ocasionados a terceros, que le sean imputables en razón de la ejecución del negocio jurídico del que la entidad es parte y en cuyo beneficio se realiza, como cuando en la construcción de una obra pública se producen daños a bienes ajenos o lesiones o la muerte de terceros, riesgos que en consecuencia, constituyen eventos de responsabilidad civil extracontractual que permiten a los damnificados reclamar la reparación de los daños sufridos al propietario de la obra, bien o servicio objeto del contrato cuya ejecución los ocasionó, que no es otro, en estos casos, que la entidad estatal contratante
.

43. De acuerdo con lo anterior, en el seguro de responsabilidad civil extracontractual la obligación del asegurador surge cuando se produce el siniestro, que en estos casos, está constituido por la responsabilidad del asegurado frente a un tercero, a quien le ha causado un daño que por lo tanto, le debe indemnizar. “El asegurado protege su interés mediante la contratación del seguro, por lo cual la obligación del asegurador nacerá cuando ocurra un siniestro; es decir, si el asegurado incurre en responsabilidad (por la ocurrencia del hecho o por la reclamación, según la modalidad de cobertura) y si tal responsabilidad se encuentra amparada bajo el contrato”
, del cual es beneficiaria la víctima, quien por lo tanto tiene acción directa contra el asegurador para el pago de la indemnización, sin perjuicio del derecho que conserva el asegurado a obtener pagos a su favor, como son i) los derivados de los gastos efectuados para evitar la extensión y propagación del siniestro, ii) el reembolso de los pagos indemnizatorios que hubiere hecho a la víctima en virtud, por ejemplo, de una condena en su contra si no formuló el llamamiento en garantía y así mismo, iii) los gastos del proceso que la víctima hubiere iniciado en su contra. Derecho que subsiste para el asegurado
, puesto que, tal y como lo ha sostenido la doctrina:

(…) la acción directa de la víctima no es sustitutiva de la acción del asegurado contra el asegurador. El asegurado sigue siendo el titular del interés que consiste en mantener indemne su patrimonio y, en tal virtud, ostenta un derecho propio cuya fuente es el contrato y que de ninguna manera se extingue por razón de la acción directa de la víctima (…). Si el asegurado ha indemnizado previamente a la víctima no podrá decirse que su derecho se haya extinguido. Estaremos en presencia de un acto inoponible al asegurador que no impide al asegurado demostrar que efectivamente sí hubo responsabilidad de su parte y que ella estaba bajo el amparo de la póliza.

44. En el presente caso, se constató que la Empresa de Energía de Bogotá, primero en el pliego de condiciones y luego en el contrato, impuso a su contratista, PROVIC LTDA., la obligación de constituir una póliza de seguro de responsabilidad civil extracontractual a favor de la entidad contratante y se comprobó que efectivamente, dicha sociedad tomó el referido seguro, mediante la suscripción de la póliza n.o 912923P, expedida por la Compañía Latinoamericana de Seguros S.A., en la que aparece como asegurada la Empresa de Energía de Bogotá, con las coberturas que se dejaron analizadas en el capítulo de pruebas (ver párrafo 9.5).

45. También se verificó, pues así se lee en la póliza, que la actividad asegurada fue la prestación del servicio de vigilancia, escolta de valores y actividades afines para la Empresa de Energía de Bogotá y que dentro de los amparos incluidos se halla el de hurto y hurto calificado. 

46. Teniendo en cuenta la naturaleza del seguro de responsabilidad civil extracontractual tal y como se dejó explicada en párrafos anteriores, para la Sala es claro que el seguro tomado mediante la referida póliza, apunta a garantizar el patrimonio de la entidad asegurada, esto es, la Empresa de Energía de Bogotá, frente a los posibles daños que a terceros –en sus personas o en sus bienes- se pudieran producir, con ocasión del servicio de vigilancia prestado a favor de la entidad en sus predios y a sus bienes, en virtud del contrato celebrado con la empresa PROVIC LTDA., lo que significa la obligación de la aseguradora de reconocer a favor de la Empresa asegurada, el valor de las indemnizaciones que a favor de terceros ésta se viera obligada a pagar, por eventos de responsabilidad que le pudiera ser imputada a la entidad. 

47. Esto se desprende con meridiana claridad, de lo establecido en la misma póliza, en la que se advierte que la compañía aseguradora “(…) indemnizará al asegurado o la víctima, por perjuicios patrimoniales que le cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad civil extracontractual en que incurra de acuerdo con la ley, a consecuencia de un acontecimiento que produciéndose bajo la vigencia de la póliza, le cause daños materiales y lesiones personales (incluida la muerte) con motivo de: Actos u operaciones que ejecute en cumplimiento de las actividades especificadas en la carátula de la presente póliza. Uso de los locales o predios de su propiedad o tomados en arrendamiento que se encuentren destinados al cumplimiento de tales actividades”.

48. Ahora bien, la Sala advierte que el hecho de que se hubiera incluido en la póliza n.o 912923P expedida por Latinoamericana de Seguros un amparo por hurto y hurto calificado, dentro del marco del seguro de responsabilidad civil extracontractual no puede ser entendido sino como la cobertura de la posibilidad de que se produzca la pérdida de bienes de terceros que se hallen en poder de la entidad asegurada, como una modalidad de daño que haga surgir su responsabilidad frente al propietario de tales bienes, la cual en virtud del referido seguro, es trasladada y asumida por el asegurador, al incluir dicho amparo en los términos acordados en la respectiva póliza. Vale la pena tener en cuenta lo que sobre la naturaleza de este seguro ha dicho la doctrina:

Claro que el seguro contra la responsabilidad civil, si bien es cierto que corresponde incluirlo entre los seguros de daños patrimoniales no es factible asimilarlo a los seguros de intereses (daños patrimoniales) sobre un bien determinado, como lo es el seguro de incendio sobre un inmueble; o el seguro sobre un derecho determinado a un bien o derivado de un bien, como lo es el seguro del acreedor hipotecario o prendario respecto del bien sobre el que se asienta la garantía. Es que el seguro contra la responsabilidad civil no toma como referencia cosas determinadas. (…). En cambio sí puede ser objeto de interés asegurable la posibilidad de la aparición de una deuda, que es lo que constituye el riesgo. En consecuencia parece resultar claro que dentro de los seguros de daños patrimoniales, el seguro contra la responsabilidad civil debe incluirse entre los seguros en que el riesgo se halle constituido por la aparición de una deuda de responsabilidad”.
 

49. En las anteriores condiciones, se advierte el error en el que incurrió la entidad demandada al pretender la efectividad de la póliza de responsabilidad civil extracontractual expedida por la Compañía Latinoamericana de Seguros, para efectos de resarcirse de los perjuicios sufridos por ella a raíz de la pérdida de unos bienes de su propiedad, que se hallaban bajo la guarda y vigilancia de su contratista, como si se tratara de un seguro de daños en el que se hubieran protegido bienes de propiedad de la Empresa de Energía de Bogotá, frente a riesgos tales como el de hurto y no como se pactó, un seguro de responsabilidad.

50. Dicho cobro resultaba improcedente, puesto que en virtud del contrato de seguro celebrado entre PROVIC LTDA. y Latinoamericana de Seguros S.A., en el que era asegurada la Empresa de Energía de Bogotá, el interés asegurado era el patrimonio de esta entidad, que se podía ver afectado por eventos de responsabilidad que la obligaran a efectuar erogaciones a título de indemnización de perjuicios a favor de terceros y que constituían, precisamente, el riesgo asegurado. 

Conclusión

51. Las anteriores consideraciones, a juicio de la Sala, permiten deducir que, contrario a lo decidido por el ​a-quo, el acto administrativo acusado, esto es, el contenido en la resolución n.o  000644 del 4 de marzo de 1996 y su confirmatoria, resolución 001734 del 14 de mayo de 1996, es parcialmente nulo, en la medida en que ordenó hacer efectiva la póliza de responsabilidad civil extracontractual n.o 912923P, expedida por la Compañía Latinoamericana de Seguros S.A., para efectos de cobrar el valor de los transformadores de su propiedad cuya pérdida se produjo durante la vigencia del contrato de vigilancia celebrado con la firma PROVIC LTDA., por cuanto tal eventualidad no hacía parte de la cobertura propia de esta clase de seguro, celebrado entre PROVIC LTDA. y la aseguradora y en consecuencia, así se decidirá en la parte resolutiva de esta providencia.

52. Finalmente, se observa que la compañía Latinoamericana de Seguros S.A., pidió en su demanda que como consecuencia de la declaratoria de nulidad de los actos administrativos acusados, se condenara a la entidad demandada a indemnizarle los perjuicios morales ocasionados con su expedición, pero en el plenario no obran pruebas en relación con la existencia de tales perjuicios, por lo que no hay lugar a reconocimiento alguno por tal concepto.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
F A L L A 

REVÓCASE parcialmente la sentencia de primera instancia, eso es la proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A, el 20 de marzo de 2003 y en su lugar se dispone:

PRIMERO: DECLÁRASE la nulidad de las resoluciones n.o  000644 del 4 de marzo de 1996 y su confirmatoria, resolución 001734 del 14 de mayo de 1996, en cuanto ordenaron hacer efectiva la póliza de seguro de responsabilidad civil extracontractual n.o 912923P expedida por la sociedad Latinoamericana de Seguros S.A.

SEGUNDO: DECLÁRASE improcedente la exigibilidad de la garantía de responsabilidad civil extracontractual contenida en la póliza 912923P y su certificado de modificación 938513, expedida por Latinoamericana de Seguros S.A. y en la que es beneficiaria la Empresa de Energía de Bogotá E.S.P., por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: NIÉGANSE las demás pretensiones de las demandas.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, Y DEVUÉLVASE.
DANILO ROJAS BETANCOURTH
Presidente

STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO
� De  acuerdo con lo dispuesto por el artículo 168 del Código Contencioso Administrativo, en los procesos contencioso administrativos son aplicables las normas del Código de Procedimiento Civil sobre la admisibilidad de los medios de prueba, la forma de practicarlas y los criterios de valoración. En el presente caso, se tiene en cuenta que mediante oficio del 5 de mayo de 1997, el jefe de protección y vigilancia de la Empresa de Energía de Bogotá remitió al Tribunal Administrativo de Cundinamarca las fotocopias de los documentos que dieron origen a la expedición de las resoluciones 00644 y 001734 y que se refieren a la reclamación por el hurto de un transformador (expediente 7629) y el oficio del 30 de agosto de 1999, dirigido al a-quo  mediante el cual la demandada remitió a éste copias de los documentos relativos a la adjudicación, celebración, ejecución y liquidación del contrato 5701 de 1991 (expediente 12580), las cuales, por lo tanto, serán tenidas en cuenta (f. 1, c. 1 de pruebas y f. 50, c. 2 de pruebas, exp. 7629 y f. 1, c. de pruebas, exp. 12580).


� El plazo del contrato fue prorrogado mediante Renovación n.o 01 por un periodo de 6 meses a partir 1º de marzo de 1994 hasta el 31 de agosto de 1994; en la Renovación n.o 02 se prorrogó por 4 meses, hasta el 31 de diciembre de 1994; por Renovación n.o 3, por un periodo de 5 meses, hasta el 31 de mayo de 1995; mediante Renovación n.o 4, se prorrogó el plazo del contrato por 6 meses, hasta el 30 de noviembre de 1995; y una última prórroga, se efectuó por un mes, hasta el 31 de diciembre de 1995 (f. 255, 257, 260, 261 y 265, c. de pruebas, expediente 12580).


� En igual sentido el almacenista informó el 14 de marzo de 1995 al departamento de protección y vigilancia de la empresa (f. 72, c. 2 de pruebas, exp. 7629).


� En las motivaciones de este acto administrativo enunció los informes presentados por los distintos funcionarios de la entidad sobre la pérdida de los transformadores y adujo como fundamento jurídico la cláusula octava del contrato de prestación de servicios de vigilancia, que contemplaba la responsabilidad del contratista por la pérdida de bienes así como la necesidad de hacer efectiva la póliza de responsabilidad civil extracontractual, manifestando “ Que para garantizar el cabal cumplimiento de todas las obligaciones adquiridas en virtud del Contrato 5701, el Contratista constituyó a favor de la Empresa de Energía de Bogotá las pólizas de seguros de responsabilidad civil extracontractual Nos. 912923P y el certificado de modificación No. 938513X expedidas por la Compañía Latinoamericana de Seguros S.A., para amparar la prestación de servicios de vigilancia, escolta de valores y actividades afines para la Empresa de Energía de Bogotá”.


� El numeral 19 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 –derogado por el artículo 32 de la Ley 1150 de 2007-, contemplaba la obligación del contratista de prestar garantía única que avalara el cumplimiento de las obligaciones surgidas del contrato. Actualmente, el artículo 7º de la Ley 1150 de 2007, establece: “De las garantías en la contratación. Los contratistas prestarán garantía única para el cumplimiento de las obligaciones surgi�das del contrato. Los proponentes prestarán garantía de seriedad de los ofrecimientos hechos. // Las garantías consistirán en pólizas expedidas por compañías de se�guros legalmente autorizadas para funcionar en Colombia, en garantías bancarias y en general, en los demás mecanismos de cobertura del riesgo autorizados por el reglamento para el efecto. Tratándose de pólizas, las mismas no expirarán por falta de pago de la prima o por revocatoria unilateral. El Gobierno Nacional señalará las condiciones generales que deberán ser incluidas en las pólizas de cumplimiento de los contratos estatales. // El Gobierno Nacional señalará los criterios que seguirán las entida�des para la exigencia de garantías, las clases y niveles de amparo de los riesgos de los contratos, así como los casos en que por las características y complejidad del contrato a celebrar, la garantía pueda ser dividida teniendo en cuenta las etapas o riesgos relativos a la ejecución del res�pectivo contrato. // El acaecimiento del siniestro que amparan las garantías será comunicado por la entidad pública al respectivo asegurador mediante la notificación del acto administrativo que así lo declare. // Las garantías no serán obligatorias en los contratos de empréstito, en los interadministrativos, en los de seguro y en los contratos cuyo valor sea inferior al 10% de la menor cuantía a que se refiere esta ley, caso en el cual corresponderá a la entidad determinar la necesidad de exigirla, atendiendo a la naturaleza del objeto del contrato y a la forma de pago, así como en los demás que señale el reglamento”. Esta norma fue reglamentada por el Decreto 4828 del 24 de diciembre de 2008, derogado por el Decreto 0734 del 13 de abril de 2012.


� De acuerdo con lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 1º de este decreto, “[l]as normas que  en este  estatuto  se  refieren  a  tipos  de contratos, su clasificación,  efectos,  responsabilidades  y  terminación, así como a los principios generales desarrollados en el título IV,  se aplicarán también en los Departamentos y Municipios”.


� Tal reglamentación estaba contenida en la Resolución 10500 de 1984 de la Contraloría General de la República.


� Actualmente, el Título V del Decreto 734 del 13 de abril de 2012 “Por el cual se reglamenta el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y se dictan otras disposiciones”, regula las garantías en los contratos estatales. En el artículo 5.1.1, dispone: “Campo de aplicación. Las disposiciones del presente título regulan los mecanismos de cobertura del riesgo en los contratos regidos por la Ley 80 de 1993 y la Ley 1150 de 2007, por medio de los cuales se garantiza el cumplimiento de las obligaciones surgidas en favor de las entidades públicas con ocasión de (i) la presentación de los ofrecimientos, y (ii) los contratos y de su liquidación; (iii) así como los riesgos a los que se encuentran expuestas las entidades públicas contratantes derivados de la responsabilidad extracontractual que para ellas pueda surgir por las actuaciones, hechos u omisiones de sus contratistas y subcontratistas (…)”. En el artículo 5.1.4.2. establece los distintos riesgos derivados del incumplimiento de obligaciones contractuales que deben ser objeto de la garantía de cumplimiento: buen manejo y correcta inversión del anticipo, devolución del pago anticipado, cumplimiento de las obligaciones surgidas del contrato incluyendo el pago de la cláusula penal pecuniaria y las multas, pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones laborales, estabilidad y calidad de la obra, calidad y correcto funcionamiento de los bienes y equipos suministrados, calidad del servicio y “[l]os demás incumplimientos de obligaciones que la entidad contratante considere deben ser amparados de manera proporcional y acorde a la naturaleza del contrato”. 


� Broseta Pont, Manuel y Martínez Sanz, Fernando, Manual de Derecho Mercantil, V. II, 11ª ed., Madrid, Editorial Tecnos, 2003, p. 318. 


� Según la doctrina, “[u]sualmente los seguros de daños se clasifican en reales y patrimoniales. Los primeros son aquellos que otorgan una protección con relación a una cosa determinada; los segundos, amparan la integridad patrimonial del asegurado y no bienes específicos de su patrimonio. Uno de los principales seguros patrimoniales es el seguro de responsabilidad (…)”. Díaz-Granados Ortíz, Juan Manuel, Las acciones relacionadas con el seguro de responsabilidad”, en Revista Ibero-Latinoamericana de Seguros, Pontificia Universidad Javeriana, vol. 17, n.o 28, enero-junio de 2008, p. 76.


� Otras modalidades de seguro de daños es precisamente la de hurto.


� Broseta Pont, Manuel y Martínez Sanz, Fernando, ob. cit., p. 323.


� Ibídem, p. 324.


� El riesgo en esta clase de seguro ha sido definido por la doctrina como “(…) la responsabilidad civil, en que pudiere incurrir el asegurado, respecto de un tercero, en caso de ocurrir un hecho dentro del plazo convenido. Es así como el riesgo que se asegura en el contrato que estudiamos, es la responsabilidad civil prevista en la póliza, que genéricamente hemos descrito como la obligación de resarcimiento de un daño ocasionado a un tercero, que se transfiere al asegurador dentro de los límites estipulados”. Roitman, Horacio, El Seguro de la Responsabilidad Civil, Ediciones Lerner, Córdoba-Buenos Aires, 1974, p. 106.


� El artículo 1131, corresponde a aquellas normas sobre seguros que, según lo dispuesto por el artículo 1162 ibídem, revisten carácter imperativo y por lo tanto, son inmodificables. En criterio de la doctrina, “(…) los casos previstos en las normas reseñadas como inmodificables determinan su absoluta intangibilidad y la imposibilidad contractual para desconocerlas en cualquier sentido y, por ende, de darse la alteración se debe entender que es ineficaz, de manera similar a como lo resalta el mencionado artículo 1055 al señalar que si se viola lo en él previsto ‘cualquier estipulación en contrario no producirá efecto alguno’”. LOPEZ BLANCO, Hernán Fabio, ob. cit., p. 40. 


� Díaz-Granados Ortíz, Juan Manuel, ob. cit., p. 77 y 78.


� Sala de Casación Civil, sentencia del 10 de febrero de 2005, expediente 7614.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 10 de febrero de 2005, expediente 7173.


� Hoy, el artículo 5.1.3 del Decreto 734 de 2012, establece que “(…) la garantía de responsabilidad extracontractual de la administración derivada de las actuaciones, hechos u omisiones de sus contratistas o subcontratistas sólo puede ser amparada mediante póliza de seguro” y el artículo 5.1.5. establece: “Cubrimiento de otros riesgos. En adición a las coberturas de los eventos mencionados en el artículo anterior [riesgos a amparar derivados del incumplimiento de obligaciones], la entidad pública deberá exigir en los contratos de obra y en aquellos en que por su objeto o naturaleza lo considere necesario, el otorgamiento de pólizas de seguros que la protejan de las eventuales reclamaciones de terceros derivadas de la responsabilidad extracontractual que pueda surgir de las actuaciones, hechos u omisiones de su contratista”.


� Díaz-Granados Ortíz, Juan Manuel, ob. cit., p. 96.


� Se debe recordar que “(...) el fin perseguido por quien contrata este seguro es proteger su patrimonio contra el eventual débito de responsabilidad, que importaría una disminución en su activo patrimonial, a causa de un hecho del que será responsable. Esta disminución (el egreso de esa suma de dinero en concepto de indemnización), constituye el daño eventual que se intenta cubrir (…). El seguro de responsabilidad tiene como objetivo esencial, garantizar una protección efectiva al asegurado, resguardándolo contra las acciones de responsabilidad que los terceros puedan deducir en su contra”. Roitman, Horacio, ob. cit., p. 71.


� Díaz-Granados Ortíz, Juan Manuel, ob. cit.,  p. 102.


� Stiglitz, Rubén S., Stiglitz Gabriel A., Seguro Contra la Responsabilidad Civil, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1991, p. 20.





